
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA

Magistrado Ponente: 

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, treinta de septiembre de dos mil nueve
Radicación 66001-31-03-003-2006-00210-01
Decide el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 30 de septiembre de 2008,  proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito, dentro del proceso ordinario de pertenencia promovido por Marta Cecilia y Francy Elena Pineda Vallejo contra personas indeterminadas. 
I. ANTECEDENTES
1. Las citadas demandantes pidieron que se declare que han adquirido por prescripción extraordinaria, el dominio del inmueble  situado en la carrera 9ª No 16-20 del municipio de Marsella, de una extensión aproximada de 264 metros de los cuales 115 se encuentran construídos, alinderado así: Por el sur, que es su frente, con la citada carrera 9ª; por el oriente, con propiedad de Ramón Vallejo o Esther Villlada; por el norte, con propiedad de la Federación Nacional de Cafeteros; y por el occidente, con propiedad de la Cooperativa de Caficultores de Marsella. 
2. Como base fáctica de la acción se expuso que las señoras Pineda Vallejo se encuentran en posesión del inmueble con ánimo de señoras y dueñas desde hace más de veinte años, el mismo que no se encuentra inscrito en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. Exponen en el libelo que la posesión ha sido pública e ininterrumpida, ha implicado la realización de mejoras y la habitación de las actoras junto con su familia sin reconocer dominio ajeno. 
3. A las personas indeterminadas que se demandaron se les designó curador ad litem, el que respondió la demanda para manifestar que no se oponía a las súplicas “efectuadas por la parte actora siempre y cuando dentro del proceso sean probados los hechos en los cuales fundamenta la demanda.” 
4. Agotadas todas las etapas procesales, el Juzgado a-quo dio fin a la primera instancia con fallo en que se inhibió de resolver de fondo sobre las pretensiones. 
II EL FALLO DEL JUZGADO

De entrada consideró el a-quo que fue un error haber admitido la demanda de pertenencia, lo que impide adoptar una decisión de fondo porque “mientras no se allegue un certificado de matrícula inmobiliaria del bien cuya usucapión se pretende, no puede existir una sentencia que tenga efectos contra terceros porque el emplazamiento que se hace contra los que se crean con derecho sobre el bien a usucapir no surtiría efectos contra quienes aparezcan como titulares de derechos reales sobre el bien, no pudiéndolos obligar dicho fallo al no haber sido convocados a la litis como parte pasiva”. Insiste desde varias perspectivas en este argumento y aduce que sin existencia de matrícula inmobiliaria no es posible el registro de la demanda “presupuesto que atañe al válido desenvolvimiento del proceso.” Finaliza sus disquisiciones trayendo cita de varias jurisprudencias que en su criterio tienen aplicación al sub-lite. 
III EL RECURSO DE APELACIÓN

Las apelantes encuentran desatinado el fallo que recurren, puesto que el certificado del Registrador de Instrumentos Públicos sí fue anexado a la demanda y era el suficiente para la decisión del litigio, no considerándose justificada la inhibición pues la norma aplicable, articulo 407-5 del Código de Procedimiento Civil, permite que se aporte como tal el que haga constar que ninguna persona aparece como titular de derechos reales sujetos a registro sobre el bien de que se trate. Precisamente por esa circunstancia, aduce, la demanda se dirigió contra personas indeterminadas. En tal sentido transcribe jurisprudencia que se refiere a esa posibilidad jurídica y analiza varias hipótesis sobre el particular. Concluye, entonces, que debe haber resolución de mérito la que ha de ser favorable a sus intereses comoquiera que se ha acreditado a plenitud que han ejercido actos posesorios por más de veinte años sobre el bien que reclaman en pertenencia, como se demuestra con las pruebas aportadas, colmándose los requisitos que para la prescripción extraordinaria de dominio establece el Código Civil. 
IV CONSIDERACIONES

1. Procede analizar primeramente lo relativo al certificado del Registrador de Instrumentos Públicos que al juzgado le pareció incompleto y lo condujo a la sentencia inhibitoria apelada. Para lo cual es imprescindible acudir al artículo 407-5 del Código de Procedimiento Civil, norma que establece que a la demanda de declaración de pertenencia deberá acompañarse un certificado expedido por dicho funcionario en el que consten las personas que figuren como titulares de derechos reales sujetos a registro, o que no aparece ninguna como tal; y que siempre que allí aparezcan contra los inscritos ha de dirigirse la demanda. Con ella, en este caso, se anexó una constancia que menciona que revisados los índices de inmuebles correspondientes a Pereira y Marsella, no “se encontró indizado persona titular de un derecho real principal, ni bien inmueble sujeto a registro sobre el predio (sic) que el peticionario describe así…”, ocupándose a renglón seguido a transcribir los linderos del bien, finalizando la constancia con la afirmación según la cual: “Este predio se distingue con la ficha catastral No. 01-00-0043-0017-000 tal como lo señala el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil (sic)”.
A pesar de la mala redacción que se advierte en el certificado de marras, ha de advertirse que cumplió con la misión de hacer constar que no había personas que figuraran con derechos reales sobre el inmueble, lo que lo hacía apto para presentarse como anexo a la demanda de pertenencia, anotándose sobre el particular que tanto en la primera instancia como en esta, se trató por diversos medios de obtener información fidedigna sobre la situación jurídica del mismo, sin que a la postre sufrieran demérito sus afirmaciones esenciales.
 Por supuesto que con la previsión normativa a que se alude, se trata de velar por el apropiado ejercicio del derecho de defensa y que el proceso se adelante con audiencia del legítimo contradictor, razón por la cual es igualmente válido que el juez encargado de resolver sobre las súplicas despliegue la actividad oficiosa que considere necesaria para no declarar una pertenencia a espaldas de quienes efectivamente estuvieren llamados a replicarla y ya que las apariencias surgidas de la constancia registral no pueden prevalecer sobre la realidad que surja en el curso del proceso. Pero también es cierto que en el examen que corresponde hay que tener en cuenta que no pueden cerrarse las puertas del acceso a la administración de justicia de los posibles prescribientes cuando el camino para lograr el certificado se les colma de óbices, y puesto que a estos les corresponde de buena fe proporcionar toda la información de que dispongan en aras de obtenerlo y al registrador de responder oportunamente sobre su requerimiento, como se señaló al resolverse la constitucionalidad de la norma de cuya aplicación aquí se trata.
  
Es decir, y para concluir esta primera parte de las argumentaciones, que no había razón para la inhibición que proclamó el juzgado a-quo y que hallándose idóneo el certificado del registrador debió proveerse sobre las súplicas, sobre las que, entonces, decidirá la Sala. 
2. Reiteradamente se ha dicho por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que “la prescripción adquisitiva, llamada también usucapión, está erigida por el artículo 2518 del C.C. como un modo de ganar el dominio de las cosas corporales ajenas, muebles o inmuebles, y los demás derechos reales apropiables por tal medio, cuya consumación precisa la posesión de las cosas sobre las cuales recaen tales derechos, en la forma y durante el término requerido por el legislador”.  Modo de adquirir que tiene dos modalidades, la ordinaria que requiere de la posesión regular que establece la ley, y la extraordinaria que se apoya en la posesión irregular y en la cual “...no es necesario título alguno y se presume de derecho la buena fe, sin embargo de la falta de título adquisitivo de dominio” (G. J., LXVI, 347).

En ambas clases de prescripciones el elemento esencial es el de la posesión pública, pacífica e ininterrumpida de lo que pretenda adquirirse, la misma que según el artículo 762 ibídem es “la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño”, definición que implica la concurrencia del ánimus y el corpus.  El primero es el elemento interno o psicológico que hace presumir la intención de hacerse dueño y aparecer como tal, y el segundo la detentación física o material de la cosa.

Como se afirmó en los antecedentes del asunto, la prescripción que se ha invocado por las hermanas Pineda Vallejo es la extraordinaria, que implica para su estructuración la concurrencia de la aludida posesión material por el usucapiente; que la cosa haya sido poseída por más de veinte años;
 que haya sido pública e ininterrumpida; y que el bien sea susceptible de adquirirse por este modo. No hay duda de que el inmueble a que en este proceso se hace referencia es susceptible de ser adquirido por prescripción ya que no es un bien de uso público pero respecto de la posesión que se dice en la demanda han ejercido las demandantes por un lapso que excede el veintenario, surgen elementos de juicios suficientes para inferir que tal aserción quedó totalmente desvirtuada en el plenario, lo que lleva al traste las pretensiones. 
En efecto, al responder el interrogatorio de parte a que fueron convocadas por esta Sala,
 las actoras admitieron que llegaron a habitar en el predio porque su madre las condujo a residenciarse allí.  En ese entonces estaban muy jóvenes tanto que una de ellas aun se encontraba cursando la primaria y la otra el bachillerato, de manera que es imposible que desde esa época hubieran comenzado posesión alguna porque no fue ese acto propio de su voluntad sino de quien las dirigía y mal podrían haber ejercido en ese entonces actos posesorios puesto que ninguna intención de detentar dominio y creerse dueñas podrían ostentar por esas calendas ya que evidentemente no podían obrar por su propia cuenta y menos apropiarse de bienes. En suma, no cabe concebir que en tales circunstancias se avistara el elemento subjetivo antes mencionado de tener la cosa para sí y por supuesto que tampoco se podrían advertir que en relación con el bien ejercieran actividades que significaran detentación material.  
En realidad, no es sino leer estas declaraciones para deducir sin riesgo de duda que quien ejerció la posesión hasta su muerte acaecida el 3 de septiembre de 2005,
 fue la señora Rosalía Vallejo de Pineda y así lo reconocen sus hijas, las demandantes, quienes anotan además, que nunca nadie le perturbó a ella la posesión que ejercía como es natural por ser cabeza de la familia, ya que el padre las había abandonado. Y no es solo esto y las reglas de la lógica las que así lo indican. Bien demostrado se tiene que las mejoras incorporadas al inmueble se hicieron en gran parte con el auxilio que el Fondo de Reconstrucción del Eje Cafetero FOREC suministró a raíz del terremoto de 1999, el mismo que se encargó de tramitar la señora madre de las actoras de lo que da cuenta la documentación anexada al expediente y quien, además, firmó los contratos respectivos.
 Estos sí fueron actos que translucían posesión material y ánimo de propietaria. Porque el que las demandantes ayudaran cuando estuvieron en condiciones de hacerlo en vida de la mencionada al pago de servicios, impuestos o materiales para mejorar el bien,  no es indicativo de posesión ya que ellas respetaban la que aquélla se arrogaba, y simplemente cumplían con los deberes de solidaridad que surgen de los vínculos de la sangre. Además, como en otras ocasiones se ha dicho pagar impuestos o servicios públicos o hacer instalar estos no son actos que indefectiblemente proclamen posesión material, puesto que tales acciones también son propias de los tenedores de bienes raíces. Tampoco hacer reparaciones locativas como bien se desprende del artículo 1898 del Código Civil. Frente a las aserciones de las demandadas, entonces, cualquier intento de deducir con base en los testimonios aportados que ejercieran posesión con anterioridad a la muerte de la señora Vallejo de Pineda es frustráneo, porque ante lo inequívoco que se desprende de aquéllas acerca de la imposibilidad de que la alegada posesión se remonte hasta la época que pretenden, a nada conduce análisis de los mismos. 
Desde luego que no es pertinente analizar el fenómeno jurídico de la suma de posesiones de que tratan los artículos 778 y 2251 del Código Civil, ya que las demandantes no impetraron la aplicación de estas normas y por el contrario, se adjudicaron una posesión que como antes se dijo, solo podría haber empezado posteriormente al fallecimiento de su señora madre. 
3. Como las inferencias anteriores indican que no hay lugar a la satisfacción de las pretensiones, ha de decirse que nada impide que siendo que ha de revocarse la sentencia objeto de la apelación se produzca su denegación comoquiera que en este caso no se está ante reformatio in pejus e impera el deber de resolver de fondo sobre el asunto y así se consagra en el inciso final del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil que dice: “Cuando se hubiere apelado de una sentencia inhibitoria y la revocare el superior, éste deberá proferir decisión de mérito aun cuando fuere desfavorable al apelante.” Costas no se han causado en razón de que la parte demandada estuvo integrada por personas indeterminadas.  
V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia inhibitoria que en este proceso de pertenencia dictó el Juzgado Tercero Civil del Circuito, y en su lugar DESESTIMA las súplicas de la demanda de Marta Cecilia y Francy Elena Pineda Vallejo. Sin costas.  

Notifíquese
FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

Magistrado 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

Magistrada

GONZALO FLÓREZ MORENO

Magistrado 

� Se dirigieron distintos oficios a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, al Instituto Geográfico Agustín Codazzi y a la Secretaría de Hacienda de Marsella, planteando interrogantes sobre las posibles personas que pudieran aparecer con la titularidad requerida, pero no pudo verificarse que alguna figurara como tal. Pueden verse en este sentido las respuestas y constancias que se hallan en los folios 46, 51, 66, 72, 75, 82, 85 y 86 del cuaderno principal y 43 del número 3.   


� Sentencia C-275 de 5 de abril de 2006. 


� Al asunto no es aplicable el artículo 5º de la ley 791 de 2002 que subrogó el 2532 del Código Civil, porque además que no se ha dicho que las demandantes quieran acogerse a ella, como consagra el artículo 41 de la ley 153 de 1887: “La prescripción iniciada bajo el imperio de una ley, y que no se hubiere completado aún al tiempo de promulgarse otra que la modifique, podrá ser regida por la primera o la segunda, a voluntad del prescribiente; pero eligiéndose la última, la prescripción no empezará a contarse sino desde la fecha en que la ley nueva hubiere empezado a regir.”


� Folios 46 a 49, c. 3. 


� Folio 10, c. 3. 


� En el cuaderno No. 2 pueden verse estos documentos. 





PAGE  
1

